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Indefensión en las
compras por Internet
El comercio por Internet en Espa-
ña está a la cola de Europa, según
las estadísticas. Como usuario fre-
cuente de este tipo de servicios, no
puedo decir que me sorprenda.
Salvo contadas excepciones de

grandes cadenas y empresas de re-
conocida solvencia que ofrecen en-
tre sus alternativas tiendas on line,
el servicio de los demás está más
próximo de la delincuencia organi-
zada que del futuro que pretenden
vendernos. Como única ventaja
ofrecen el precio, tampoco excep-
cional si buscamos bien otras op-
ciones. El resto son todo desventa-
jas, empezando por un servicio téc-
nico o de atención al cliente que, o
bien no existe, o únicamente res-
ponde de forma automática con
respuestas enlatadas.

El problema añadido en estas
compras es la indefensión ante el
fraude, ya que con frecuencia son
empresas de otro país de la Unión
Europea y las oficinas del consu-
midor no cuentan con recursos pa-
ra hacerles frente. Entiendo que de
acuerdo con la Ley de Servicios de
la Sociedad de la Información, los
pedidos y facturas on line tienen el
mismo valor legal y contractual
que cualquier otro documento.

Supongo que todos los recur-
sos tecnológicos de que disponen
estos individuos podrían ser em-

pleados de igual modo por el Insti-
tuto Nacional de Consumo o sus
equivalentes autonómicos para re-
solver, o cuando menos mediar, en
este tipo de abusos cada vez más
frecuentes. Los foros de Internet
están plagados de estos casos, a
cual más sangrante, y de muy reco-
mendable revisión antes de desem-
bolsar cualquier cantidad de dine-
ro, por pequeña que sea. Sin em-
bargo, la información disponible
en las webs correspondientes a
esos servicios oficiales es cualquier
cosa menos útil, haciendo referen-
cia a los sistemas arbitrales a los
que estas empresas pirata por su-
puesto no están adheridas. La
trampa, por delante de la ley, co-
mo siempre.— Félix Sánchez-Tem-
bleque Díaz-Pache. A Coruña.

Separación y custodia
de hijos
El Gobierno socialista se esfuerza
en crear leyes que se adecuen a los
nuevos valores y costumbres de
nuestra sociedad. Pero en el tema

de la custodia de los hijos, en las
separaciones, la ley sigue siendo
antagónica. La ley sigue presupo-
niendo que las mujeres son más
aptas para el cuidado de los hijos
que los hombres. En mi caso, les
puedo asegurar que no es así. Esta
posición de la ley deja al hombre
en una clara desventaja en todos
los aspectos, tanto sentimental co-
mo económicamente, al atribuirse
el uso de la vivienda conyugal al
cónyuge que ostenta la custodia.
Y también le deja en una situa-
ción de total indefensión y desven-
taja a la hora de iniciar la negocia-
ción del resto de aspectos en la
separación, sea cual sea la causa
de separación y quien la haya ins-
tado. La ley tampoco contempla
culpables en este proceso. Me pre-
gunto qué hará el legislador en el
caso de matrimonios homosexua-
les. ¿A quién se dará entonces la
custodia? Quizá entonces se dé
cuenta del absurdo del principio
que ahora se aplica.

Creo que la solución sería la
custodia compartida por defecto,
dejando a los cónyuges la deci-

sión más conveniente para los hi-
jos según el caso, y así equiparan-
do los derechos de paternidad-
maternidad a hombre y mujer. Se-
guro que en un futuro la discrimi-
nación sexual se eliminará tam-
bién en este importante aspecto
de la vida.— Alejandro Profitós
Punciano. Gavà, Barcelona.

Gil Calvo y el odio
al trabajo
El pasado 23 de diciembre, Gil
Calvo publicó un interesante ar-
tículo sobre el cual quisiera hacer
algunas observaciones. Comparto
plenamente con él su crítica a la
desfasada pedagogía escolástica
de la que la Iglesia y la mayor
parte del profesorado siguen sien-
do sus principales defensores. Sin
embargo, resulta sorprendente
que el autor cargue sus tintas úni-
ca y exclusivamente sobre el alum-
nado, el cual, según su argumenta-
ción, es la víctima del elitismo es-
colástico.
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A menudo me asalta la duda
hamletiana del ser o no ser de
la izquierda. Me hice sindicalis-
ta al calor de una fábrica en la
que trabajé desde los 14 años.
Me afilié al Partido Socialista
a principios de los setenta,
cuando la lucha por la demo-
cracia resultaba imperiosa. Y,
naturalmente, hijo de una fami-
lia numerosa y humilde, perde-
dores de la guerra y educados
clandestinamente en valores de
justicia y libertad, me hice de
izquierdas.

Siempre lo fui, incluso aho-
ra, con ese manto de realismo
que inexorablemente nos da la
vida y con la experiencia de la
responsabilidad que he tenido
la fortuna de ejercer. Incluso
ahora y con todo ello, me sigo
sintiendo movido por los mis-
mos valores ante la injusticia,
cualquiera que sea la forma en
que se presente, ya sea en las
vallas de Melilla o en las condi-
ciones laborales de los jóvenes.
Pero el mundo se ha hecho muy
complejo. Las alternativas tie-
nen demasiadas contradiccio-
nes. Los problemas reclaman
políticas integradas e internacio-
nales. Las fuerzas que impulsa-
ron el progreso de la humani-
dad se han desequilibrado. No
hay recetas, no hay banderas.
Nada es fácil ni depende sólo de
nosotros. A la izquierda le han
cambiado el tapete del juego y
hasta la baraja, y no sabe, no
puede, jugar la partida de sus
ideales.

Durante décadas fuimos pro-
tagonistas de la historia, moto-
res del cambio social, desde las
organizaciones obreras de fina-
les del XIX hasta los partidos
socialdemócratas de hoy, confi-
gurando el Estado social y de
derecho, la democracia de los
ciudadanos y construyendo un
modelo social de redistribución
y justicia. Pero la globaliza-
ción, la caída del muro, los pro-
fundos cambios que se están
produciendo en las sociedades
del nuevo siglo, nos plantean
nuevos problemas sin que la iz-
quierda sea capaz de ofrecer
nuevas banderas, nuevos objeti-
vos colectivos a la mayoría
—que sigue reclamando liber-
tad y justicia— y, sobre todo,
sin que seamos capaces de con-
cretar nuevas soluciones o de
aplicarlas coordinadamente allí
donde gobernamos.

Es un diagnóstico injusto pa-

ra con los esfuerzos de adapta-
ción y modernización del mode-
lo socialdemócrata que están ha-
ciendo los socialistas nórdicos o
con las novedades que se intu-
yen en el socialismo ciudadano
que propugna Zapatero, pero es
intencionadamente provocador
de algunas reflexiones ineludi-
bles. Por ejemplo, las que sur-
gen de nuestra absoluta ausen-
cia en las protestas de la juven-
tud actual, ya sea en los guetos
urbanos de París, en las manifes-
taciones estudiantiles o en el al-
termundialismo. Las que se deri-
van del hecho incontestable de
que la causa de la solidaridad
en el mundo no milita en nues-
tros partidos, sino en miles de
ONG y movimientos sociales o
religiosos que practican el socia-
lismo sin carnet. Lo que resulta
incomprensible para mí es que
sean dos líderes del pop (Bono
y Geldof) los que organicen las
grandes movilizaciones contra
la pobreza en las grandes ciuda-

des del mundo, como ocurrió
días antes de la reunión del G-8
en Escocia. Lo que resulta evi-
dente son las profundas contra-
dicciones entre las políticas so-
cialistas de los países europeos
y la inexistencia de un discurso
y de un proyecto común de la
izquierda en la catarsis europea
de estos días. Lo que resulta in-
explicable es la desaparición de
la Internacional Socialista del
terreno de juego político global,
ahora que todo, desde la renova-
ción de Naciones Unidas hasta
la ecología, pasando por el desa-
rrollo del mundo pobre, recla-
ma una organización política in-
ternacional de la izquierda.

Esta crisis merece un trata-
do, pero permítanme que la cen-
tre en dos aspectos cruciales: el
debate socioeconómico y el pro-
blema de las identidades. En el
campo social y laboral es donde
fuimos más fuertes, pero la debi-
lidad del movimiento sindical y
los límites de los poderes del

Estado en la globalización es-
tán siendo acompañados de
una revaluación creciente del
poder de las empresas. El equili-
brio de ese trípode sobre el que
se construyó la sociedad del bie-
nestar se está rompiendo día a
día y las bases económicas de
ese modelo social sobreviven
con dificultad a las exigencias
de la competencia globalizada.

Urge en mi opinión recons-
truir los instrumentos y los
agentes de nuestra acción y re-
novar la agenda de nuestros ob-
jetivos. La nueva sociedad ni es
de clases ni tiene vanguardias.
Es de ciudadanos, individuales
y globalizados, de Internet, de
ONG y consumidores, de me-
dios de comunicación podero-
sos pero diversos, de pluralida-
des identitarias. La izquierda
no puede olvidar que su proyec-
to transformador ha de cimen-
tarse en su conexión con la so-
ciedad y en la comprensión de
sus múltiples aspiraciones. Co-

mo, significativamente, dice Eu-
genio del Río —un antiguo lí-
der de la extrema izquierda
española—, la sociedad es el
punto de partida y el objetivo
de la acción de la izquierda.
Ello reclama una revisión pro-
funda de los mecanismos de re-
lación con una ciudadanía inte-
grada por personas individua-
les, cargadas de poder en su con-
sumo, en sus inversiones, en su
voto, personas que queremos,
formadas, maduras, con crite-
rio y autonomía de decisión, y
capaces de discernir y decidir
con su propio código moral y
sus intereses (como lo hicieron,
por ejemplo, contra la guerra
de Irak o enjuiciando el 11 y el
14 de marzo de 2004).

La izquierda tiene que salir
del terreno defensivo en el que se
mueven algunas de sus viejas rei-
vindicaciones e introducir nue-
vas referencias de democracia so-
cial: la ciudadanía corporativa
en la gestión del capital (¿quién
representa los intereses económi-
cos de 14 millones de españoles
en las empresas cotizadas?), la
expansión de la responsabilidad
social de las empresas y de sus
comportamientos sostenibles, re-
formular el campo de interven-
ción del Estado en el mercado y
especialmente en los servicios
esenciales para la comunidad, la
participación de los empleados
en los beneficios y en la propie-
dad de las empresas, la concilia-
ción de la vida personal y fami-
liar con el trabajo, y un largo
etcétera del que hablamos poco
y por el que hacemos menos.

Respecto al debate identita-
rio y nacionalista, la izquierda
nunca se ha sentido cómoda
frente a esas ideologías. Estos
días estamos asistiendo a reite-
radas muestras de incompren-
sión del tema territorial, desde
posiciones diversas del socialis-
mo español. Muchos se quejan
de que las tensiones nacionalis-
tas absorben y diluyen el debate
social. No les falta razón, pero
me pregunto hasta qué punto la
intensidad de esas tensiones no
es consecuencia precisamente
de nuestra crisis. Es verdad que
las tendencias uniformizadoras
de la globalización provocan ac-
titudes antiplurales, rechazos al
diferente, exacerbación de lo
propio y regresos ilimitados a
los ancestros y a la singulari-
dad. Pero ese “desgarramiento”
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La reforma de la Constitución
italiana para establecer un siste-
ma federal en el país transalpi-
no ha sido debatida en el Parla-
mento de Roma. Con indepen-
dencia del futuro que puedan
tener las actuales iniciativas del
Gobierno de Berlusconi, el Pro-
yecto de esta importante Ley
Constitucional de la 14ª Legisla-
tura de la República italiana
ofrece especial interés, sobre to-
do por el diseño federal que par-
cialmente introduce en la Cons-
titución promulgada el 1 de ene-
ro de 1948. Una norma concebi-
da para institucionalizar un Es-
tado regional, que reconocía au-
tonomía política a las regiones,
pero que no se institucionalizó
inmediatamente, pues con la ex-
cepción de cuatro de las cinco
regiones a las que la Constitu-
ción reconocía un régimen espe-
cial (Sicilia, Cerdeña, el Valle de
Aosta y el Trentino Alto Ada-
gio) que se constituyeron entre
1946 y 1948, el resto lo hicieron
mucho más tarde. Éste fue el
caso de la quinta de régimen
especial, el Friuli-Venecia Julia,
que no lo hizo hasta 1963, una
vez solventadas las controver-
sias territoriales con Yugosla-
via, por la cuestión de la ciudad
de Trieste y de las 15 restantes
de régimen común, que tuvie-
ron que esperar a la Ley consti-
tucional de 1968, que reguló la
elección de los Consejos Regio-
nales (parlamento), y a la Ley
de 1970, referida a la cuestión,
siempre esencial, de la hacienda
y a la autonomía financiera.

La reforma constitucional
que ahora se lleva a cabo supo-
ne un cambio importante, al es-
tructurar la República italiana
conforme a criterios de carác-
ter federal, aunque como vere-
mos su alcance no significa
que, de aprobarse en referén-
dum, Italia se convierta en un
modelo clásico de Estado Fede-
ral. Si bien se producen cam-
bios institucionales en relación
a la posición institucional del
Senado y se acrecientan las
competencias de las regiones,
la reforma no alcanza a otras
instituciones como es el caso,
por ejemplo, del Poder Judi-

cial, que sigue siendo único pa-
ra toda la República.

Como es bien sabido, los pro-
yectos de reforma federal datan
de los últimos años y, sobre to-
do, se han caracterizado por su
osadía en el ámbito tributario,
un objetivo prioritario de la Li-
ga Norte de Bossi, el singular
ministro de la actual coalición
de gobierno, encargado de Re-
forma institucional y Devolu-
ción, como así se denomina el
ministerio a su cargo. Pues bien,
el primer pilar de la reforma vie-
ne referido a la organización ins-
titucional de la Cámara alta. En
efecto, el Senado, que pasa a de-
nominarse Senado federal de la
República, ve reducida su com-
posición a 252 senadores electi-
vos (en la actualidad son 315
electivos, más los natos y los vi-
talicios que se mantienen), que
son elegidos sobre la base regio-
nal y simultáneamente a la elec-
ción de los respectivos Consejos
Regionales, que son las asam-
bleas legislativas regionales.

La representación de cada re-
gión en la Cámara alta se esta-
blece con criterio de proporcio-
nalidad acorde con su pobla-
ción, lo que le diferencia del mo-
delo federal clásico (por ejem-
plo, Estados Unidos), en el que
los territorios disponen de idén-
tica representación sea cual fue-
re la población que los integre.
Merece especial mención la pre-
visión que establece la reforma
según la cual los representantes
de las entidades locales también
participan en las funciones del
Senado, aunque sin derecho de
voto, de tal manera que, en cier-
ta forma, ésta deviene una Cá-
mara de representación territo-
rial en el sentido más amplio del
término. Por lo que se refiere a
las funciones que les están atri-
buidas al Senado, la reforma
modifica el íter legislativo para

la aprobación de las leyes, de tal
manera que en las materias que
forman parte del amplio catálo-
go de las competencias compar-
tidas entre el Estado y las Regio-
nes (por ejemplo, el comercio
exterior, algunos aspectos de la
educación, protección de la sa-
lud, la ordenación de las comu-
nicaciones, etcétera) prevalece
la decisión del Senado en caso
de discrepancia con la Cámara
de Diputados. Pero este criterio
se invierte a favor de la Cámara
baja, en los supuestos de compe-
tencias exclusivas de Estado.

Por otra parte, en lo que con-
cierne a la función de control al
Gobierno, el cambio que propo-
ne la reforma es sustancial, pues-
to que el Ejecutivo italiano ya
no habrá de disponer de la con-
fianza parlamentaria del Sena-
do, ya que ésta queda reservada
en exclusiva a la Cámara de
Diputados. Parece lógico que
así sea, puesto que el Senado
federal es de extracción regional
y con un mandato legislativo pa-
ra los senadores que lo compo-
nen que depende sólo de las elec-
ciones en las asambleas legislati-
vas regionales. Así, pues, la Cá-
mara de Diputados representa
a los ciudadanos de la Repúbli-
ca, mientras que el Senado asu-
me la de los ciudadanos de las
Regiones. Ambas representacio-
nes son plenamente compati-
bles en la medida que las dos
expresan la soberanía popular.
En otro orden de cosas, con esta
nueva institucionalización, el Se-
nado nombra a cuatro de los
quince jueces que integran la
Corte Constitucional, lo cual
ha de permitir una mayor parti-
cipación de las Regiones en las
instituciones centrales del Esta-
do italiano.

La organización de las com-
petencias constituye el segundo
pilar de la reforma constitucio-

nal. Las regiones ven moderada-
mente aumentado su poder de
autogobierno, al disponer aho-
ra de competencia exclusiva en
materias como la asistencia y
organización sanitaria; la orga-
nización de la enseñanza esco-
lar, la gestión de los institutos
de enseñanza y la definición de
la parte de los programas escola-
res y formativos de interés espe-
cífico para la región, así como
la competencia sobre la policía
administrativa regional y local.
No obstante, la reforma precisa
el alcance de las competencias
exclusivas del Estado concretan-
do su contenido, mereciendo
aquí una especial referencia las
relativas a la promoción interna-
cional del sistema económico y
productivo nacional; la política
monetaria; la tutela del crédito;
la organización común del mer-
cado; las normas generales (el
equivalente a la legislación bási-
ca española) sobre la tutela de
la salud, la seguridad y la cali-
dad alimenticia, la seguridad en
el trabajo; la ordenación de la
producción estratégica, el trans-
porte y la distribución nacional
de la energía, etcétera.

Y para conseguir una más
eficaz articulación de estas y
otras competencias, la reforma
constitucionaliza algunos ins-
trumentos de colaboración, co-
mo es el caso de la Conferencia
Estado-Regiones, para llevar a
cabo una colaboración leal en-
tre los diversos entes territoria-
les y promover acuerdos. Asi-
mismo, garantiza expresamente
la autonomía de los entes loca-
les, en el marco que a la par
establezcan tanto la ley estatal
como la ley regional, lo que po-
ne de manifiesto la doble depen-
dencia —o el carácter bifronte,
en la terminología empleada en
España por el Tribunal Consti-
tucional— de los municipios y

otros entes locales para delimi-
tar la autonomía de la que dis-
ponen.

Sin embargo, esta revisión
constitucional mantiene un po-
der de control político del Esta-
do sobre la ley regional. En
efecto, cuando el Gobierno
considere que una ley regional
perjudica el interés general de
la República, y habiendo reque-
rido a la región para que la
modifique, en caso de rechazo
podrá instar al Parlamento pa-
ra que por mayoría absoluta
anule la ley. Nótese, pues, que
no se trata de un control juris-
diccional a cargo de la Corte
Constitucional, como es el ca-
so previsto en la Constitución
española, sino de un control de
oportunidad, lo que hace que
este sui géneris modelo federal
italiano proporcione al Estado
una exorbitante preeminencia
sobre las regiones.

La reforma se muestra espe-
cialmente sensible al carácter
plurilingüe de la República, y
con este fin establece que en las
regiones de estatuto especial y
en las provincias autónomas de
Trento y Bolzano sea reconoci-
da la paridad de derechos a los
ciudadanos, sea cual fuere el
grupo lingüístico al que perte-
nezcan, lo cual, lógicamente, ha-
brá de redundar en beneficio de
una equiparación de derechos y
deberes al respecto.

Finalmente, la cuestión deci-
siva: la financiación. Sobre la
misma, la reforma es más bien
parca. Los criterios se han de
establecer en una ley estatal, la
cual habrá de asegurar la trans-
ferencia de bienes y recursos pa-
ra las Regiones, que asegure el
pleno ejercicio de las competen-
cias en un plazo de cinco años.
Y en cuanto al federalismo fis-
cal y su relación con la hacien-
da estatal, se prescribe que en
ningún caso la autonomía impo-
sitiva de las Regiones y de los
entes locales podrán determi-
nar un incremento general de la
presión fiscal.

Marc Carrillo es catedrático de Dere-
cho Constitucional en la Universidad
Pompeu Fabra.

Viene de la página anterior
—como lo llama Alain Tourai-
ne— entre el universalismo arro-
gante y los particularismos agre-
sivos es un problema de nuestro
tiempo, también y en parte por-
que no tenemos la fuerza agluti-
nadora del progreso que tuvi-
mos el siglo pasado.

La izquierda internacionalis-
ta casi siempre ha despreciado a
los nacionalismos desde una cier-
ta superioridad moral. Movida
por “su estrella polar” que es la

igualdad —como decía Norber-
to Bobbio—, ha sido deudora
del Estado y ha marginado de
sus propuestas los “sentimien-
tos” identitarios. A su vez, las
izquierdas nacionalistas han si-
do absorbidas y deglutidas por
el nacionalismo, como es eviden-
te, por ejemplo, con la llamada
izquierda abertzale en Euskadi

o, con otros matices, en la Esque-
rra Republicana catalana.

Y, sin embargo, basta una mi-
rada a nuestro alrededor para
comprobar que la mayoría de los
conflictos políticos en el mundo
siguen girando en torno a la or-
ganización política de la diversi-
dad de sentimientos de pertenen-
cia y a la convivencia política en-
tre diferentes, respetando los de-
rechos de las minorías. A la iz-
quierda le corresponde, pues y
también, encontrar respuestas

viables a la multiculturalidad
dentro de nuestras ciudades y a
la polietnicidad dentro de nues-
tros Estados. Es decir, afrontar
la integración de la inmigración
desde el pluralismo democrático
y resolver con inteligencia la con-
vivencia de comunidades identi-
tarias diversas, lo que en nuestro
caso significa hacer una España
común en la que quepan tam-
bién sus nacionalismos periféri-
cos. Los acontecimientos de es-
tos últimos meses, fuera y dentro

de España, aconsejan al conjun-
to de la izquierda renovar nues-
tras propuestas para estos dos
grandes temas de nuestra agen-
da, entre otras cosas, porque ya
estamos viendo la enorme carga
de demagogia y de populismo
que la derecha está aplicando a
los barrios marginales de París o
al Estatuto catalán.

Ramón Jáuregui es portavoz del
PSOE en la Comisión Constitucional
del Congreso de los Diputados.
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La reforma federal en Italia
MARC CARRILLO

Viene de la página anterior
De este modo, no tiene empa-

cho alguno en hablar de la subcul-
tura estudiantil del “odio al esfuer-
zo, el desprecio al trabajo”, para
desde ahí reclamar mayor capaci-
dad disciplinaria para los directo-
res de los centros escolares. En nin-
gún momento habla de una nego-
ciación de las normas, de su posi-
ble elaboración democrática, de la
implicación de la comunidad edu-
cativa en su aplicación. Todo se

reduce a la mano dura contra un
estudiantado caracterizado por su
“indisciplina escolar, chulería arro-
gante, machismo racista e impune
abuso de poder”. Sin duda, el ac-
tual funcionamiento de nuestra es-
cuela induce el odio al trabajo. No
obstante, en centros —pienso, por
ejemplo, en colegios públicos de
educación infantil y primaria en
Madrid como La Navata, Traben-
co o Palomeras Bajas— en los que
niños y niñas son capaces de deci-
dir sobre qué quieren investigar,
donde se fomenta el aprendizaje
cooperativo, en los que se respeta
y alienta la palabra del alumnado,
lo que hay es amor al saber, deseo
de leer y ganas de comunicar.

Por otro lado, si lo que quere-

mos es detectar el odio al trabajo,
el autor podría leer el brillante ar-
tículo de Mariano Fernández En-
guita ¿Es pública la escuela públi-
ca?, donde se encontrará una re-
flexión sobre la denodada lucha
de buena parte del profesorado
por reducir los días lectivos y por
compactar la jornada laboral. Es-
pero que alguien escriba un artícu-
lo similar sobre el profesorado uni-
versitario, especialmente sobre
aquellos que ni publican ni se im-
plican en las tareas de gestión.

Si salimos del terreno de la es-
cuela, me pregunto cómo interpre-
tar que haya empresas en las que
se prejubilan trabajadores a los 53
años para que en su lugar entren
jóvenes —los del “odio al traba-

jo”— a quienes esperan jornadas
maratonianas.— Rafael Feito
Alonso, profesor de Sociología de
la Educación en la UCM.

Rusia
En relación con el editorial sobre
Rusia publicado en su diario el pa-
sado 29 de diciembre, quisiera ex-
presar mi asombro ante una postu-
ra poco explicable hacia un país
amigo tradicional de España. EL
PAÍS en más de una ocasión ha
criticado diversos Estados, sin pre-
ferencias políticas, por su conduc-
ta en materia de democracia y dere-
chos humanos. Pero pocas veces
estas críticas han desembocado en

exhortaciones al acoso y al aisla-
miento de los mismos. En el caso
de Rusia éstas son aún menos com-
prensibles porque se basan sobre
los argumentos que, por muy discu-
tibles que sean, de ningún modo
pueden justificar una nueva “gue-
rra fría”.

Rusia nunca ha esquivado el de-
bate serio e imparcial sobre la de-
mocracia. Sin embargo, creemos
que en el mundo de hoy, plagado
de problemas y desafíos comunes
que afectan tanto a Rusia como a
los países occidentales, debe preva-
lecer el lenguaje de diálogo y coo-
peración, y no de acusaciones y
amenazas.— Alexander Solovskiy,
agregado de Prensa de la Embaja-
da de la Federación de Rusia.
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